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misma al término del cual deberá pronunciarse y si es del caso, presentará a la entidad 
receptora las correspondientes observaciones que deberán ser atendidas a más tardar 
en cinco (5) días hábiles. Una vez analizada y corregida la información, se procederá 
a su acumulación.

Si al finalizar el primer semestre del año en que la entidad receptora se hizo cargo 
de la prestación de los servicios a la población trasladada, se observa el mayor costo de 
que trata el artículo 1°, la entidad objeto de la medida efectuará un primer giro parcial 
equivalente al 50% de los mayores costos observados acumulados durante dicho período. 
De igual manera, si al finalizar el noveno mes del año en que la entidad receptora se hizo 
cargo de la prestación de los servicios a la población trasladada, se observa el mayor costo 
de que trata el artículo 1°, la entidad objeto de la medida efectuará el giro del 65% del 
mayor valor observado acumulado hasta esa fecha.

Al término del primer año de operación se efectuará la liquidación de los costos, en 
caso de que la frecuencia final anual acumulada de la entidad receptora presente el mayor 
costo de que trata el presente decreto, la Entidad Promotora de Salud del Régimen Con-
tributivo objeto de la medida que da lugar a la afiliación a prevención procederá a pagar 
el valor faltante, en caso contrario, esto es, de ser igual o menor la frecuencia acumulada, 
la entidad receptora procederá a devolver a la entidad objeto de la medida, los recursos 
correspondientes al mayor valor pagado.

Para el segundo año, en caso de presentarse la situación prevista en el inciso 2° 
del artículo 2° del presente decreto, la entidad objeto de la medida reconocerá a la 
entidad receptora de los afiliados el pago del mayor costo en el porcentaje previa-
mente definido por ellas y por el Ministerio de la Protección Social y el de Hacienda 
y Crédito Público, así: Un primer giro parcial equivalente al 30% de los mayores 
costos observados acumulados durante el primer trimestre, un segundo giro parcial 
equivalente al 50% del mayor costo observado durante el primer semestre y un ter-
cer giro parcial del 65% del mayor costo acumulado observado al finalizar el tercer 
trimestre. Al término del año, se efectuará la liquidación de los costos en los mismos 
términos señalados en el inciso anterior y se reconocerá el pago de la provisión hasta 
el porcentaje determinado. En todo lo demás, se seguirá el mismo procedimiento 
previsto en el presente artículo.

Si a partir del tercer año, los estudios que se realicen evidencian que existe en la en-
tidad receptora una desviación en la frecuencia de ese servicio por razón de la población 
trasladada a prevención frente al resto de la población afiliada al Sistema que conduzca a 
afectar el equilibrio financiero de la entidad, se creará una subcuenta en el Fondo de que 
trata el Decreto 2699 de 2007, para cubrir este defecto.

Artículo 4°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación 
y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 16 de octubre de 2007.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
EL Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Oscar Iván Zuluaga Escobar.
El Ministro de la Protección Social,

Diego Palacio Betancourt.
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de la Función Pública

Decretos

DECRETO NUMERO 3975 DE 2007
(octubre 16)

por el cual se adiciona el Decreto 3150 de 2005.
El Presidente de la República de Colombia, en desarrollo de las normas generales 

señaladas en la Ley 4ª de 1992,
DECRETA:

Artículo 1°. Adiciónase el Decreto 3150 de 2005 con el cargo de Presidente de la 
Previsora Vida. S. A.

Artículo 2°. El Presidente de la Previsora Vida S. A. tendrá derecho a percibir la boni-
ficación de dirección en las mismas condiciones y cuantía a que se refieren los Decretos 
3150 y 3630 de 2005.

Artículo 3°. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación, modifica 
en lo pertinente el Decreto 3150 de 2005 y surte efectos fiscales a partir del 1° de mayo 
de 2007.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 16 de octubre de 2007.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Oscar Iván Zuluaga Escobar.
El Director del Departamento Administrativo de la Función Pública,

Fernando Grillo Rubiano.

Unidades Administrativas Especiales

Comisión de Regulación de Telecomunicaciones

Resoluciones

RESOLUCION NUMERO 1740 DE 2007
(octubre 16)

por la cual se definen los indicadores de calidad para los servicios  
de telecomunicaciones y se dictan otras disposiciones.

La Comisión de Regulación de Telecomunicaciones, en ejercicio de sus facultades y 
en especial las conferidas por el Decreto-ley 1900 de 1990, la Ley 142 de 1994, la Ley 
555 de 2000, por el artículo 37 del Decreto 1130 de 1999, el Decreto  2870 de 2007, y

CONSIDERANDO:
Que el artículo 78 de la Constitución Política dispone que la ley regulará el control 

de calidad de bienes y servicios ofrecidos y prestados a la comunidad, así como la infor-
mación que debe suministrarse al público en su comercialización;

Que de conformidad con lo establecido en el artículo 334 de la Constitución Política, 
el Estado intervendrá por mandato de la Ley, entre otros, en los servicios públicos y pri-
vados, con el fin de conseguir el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la 
distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del desarrollo;

Que el artículo 365 de la Constitución Política establece que el Estado mantendrá 
la regulación, control y vigilancia de los servicios públicos, en procura de garantizar el 
mejoramiento continuo en la prestación de dichos servicios y la satisfacción del interés 
social;

Que la regulación es un instrumento de intervención del Estado en los servicios pú-
blicos de telecomunicaciones, y debe atender las dimensiones social y económica de los 
mismos, y en consecuencia con ello, debe velar por la libre competencia y la protección 
de los usuarios, pues son estos últimos quienes atribuyen un carácter público a dichos 
servicios, por lo que la intervención del Estado debe orientarse a la satisfacción de sus 
derechos e intereses;

Que la Decisión 638 de la Comunidad Andina de Naciones, CAN, establece que es 
deber de los operadores o proveedores cumplir con las condiciones de calidad mínimas en 
la prestación de sus servicios, de acuerdo a lo que establezcan las respectivas normativas 
de cada uno de los Países Miembros;

Que el artículo 4° del Decreto-ley 1900 de 1990, establece que las telecomunicaciones 
son un servicio público a cargo del Estado, por lo que, de conformidad con el artículo 
365 de la Constitución Política, son inherentes a su función social, y es deber del Estado 
asegurar su prestación eficiente a todos los habitantes del territorio nacional;

Que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3° del Decreto-ley 1900 de 1990, 
las telecomunicaciones deberán ser utilizadas como instrumentos para impulsar el desa-
rrollo político, económico y social del país, con el objeto de elevar el nivel y la calidad 
de vida de los habitantes;

Que según lo dispuesto por el artículo 2° numeral 2.1 de la Ley 142 de 1994, la inter-
vención del Estado en la economía debe darse para garantizar la calidad del bien objeto 
del servicio público;

Que los artículos 73.3 y 73.4 de la Ley 142 de 1994, establecen como funciones de 
las comisiones de regulación fijar normas de calidad a las que deben ceñirse las empresas 
de servicios públicos en la prestación del servicio, así como solicitar las evaluaciones que 
considere necesarias para el ejercicio de sus funciones;

Que el artículo 37 del Decreto 1130 de 1999, faculta a la Comisión de Regulación de 
Telecomunicaciones para regular los aspectos técnicos y económicos relacionados con las 
diferentes clases de servicios de telecomunicaciones, y para expedir toda la regulación de 
carácter general y particular en las materias relacionadas con los parámetros de calidad 
de los servicios;

Que de conformidad con el mismo artículo, le corresponde a la CRT fijar indicadores 
y metas de calidad y eficiencia de los servicios, así como establecer índices de calidad, 
cobertura y eficiencia a uno o varios operadores para determinados servicios;

Que conforme a lo dispuesto en el artículo 44 del Decreto-ley 1900 de 1990, en las 
concesiones de servicios de telecomunicaciones, otorgadas conforme a lo previsto en dicho 
decreto, se consideran incorporados los reglamentos técnicos y jurídicos establecidos con 
carácter general para cada servicio;

Que de conformidad con el artículo 4° del Decreto 990 de 1998, los operadores de 
Telefonía Móvil Celular adjudicatarios de las concesiones, deben prestar el servicio de 
acuerdo con las normas de calidad establecidas tanto en el contrato de concesión respec-
tivo, como en las normas que regulen la prestación del servicio, a la vez que el artículo 
35 del Decreto 575 de 2002, establece que todos los concesionarios de los servicios PCS 
deben ceñirse a la normatividad que adopten las autoridades competentes durante todo 
el plazo de la concesión;

Que el artículo 6° del Decreto 2870 de 2007, “por medio del cual se adoptan medidas 
para facilitar la Convergencia de los Servicios y Redes en materia de  Telecomunicacio-
nes” estableció, entre otros aspectos, que el concesionario que ostente un título habilitante 
convergente deberá prestar el servicio en forma continua y eficiente, adoptar las medidas 
pertinentes para garantizar la inviolabilidad de las comunicaciones, facilitar el acceso a 
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